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A. LISTA DE ABREVIATURAS 

 

 AG-ONU Asamblea General de las Naciones Unidas 

CLH Crimen de Lesa Humanidad 

Corte IDH Corte Interamericana de Derechos Humanos 

RdeR República de Rodemos 

CIJ Corte Internacional de Justicia 

CM Convención de Montevideo 

CNU Carta de las Naciones Unidas 

CPI Corte Penal Internacional 

DIP Derecho Internacional Público 

DIC Derecho Internacional Consuetudinario 

DDHH Derechos Humanos 



DIDH Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

DIH Derecho Internacional Humanitario 

ER Estatuto de Roma 

HC Hechos del Caso 

ONU Organización de Naciones Unidas 

OEA Organización de Estados Americanos 

RCS-ONU Reglamento del Consejo de Seguridad de la ONU 

RAG-ONU Reglamento de la Asamblea General de la ONU 

RPP Reglas de Procedimiento y Prueba 

RLV Representación Legal de Víctimas 

RdeN Reino de Napulé 

RICPI Reglamento Interno de la Corte Penal Internacional 

SA Sala de Apelaciones 

SCP Sala de Cuestiones Preliminares 

SPI o Sala Sala de Primera Instancia 



TPIR Tribunal Penal Internacional para Ruanda 

TPIY Tribunal Penal Internacional para la ex 

Yugoslavia 

 

B. ESTABLECIMIENTO DE LOS HECHOS. 

 

1. El RdeN cuenta con 28 millones de habitantes y su territorio está compuesto por cinco 

islas: Caprisa, Solento, Prosida, Isca y Marfilia. La capital es Barona. 

2. En el siglo XIX la realeza del RdeN, le cedió a la clase guerrera en un pacto no escrito, 

dominio y control sobre la RdeR.  

3. Rodemos es una ciudad Estado independiente, así reconocida por el RdeN y países aliados, 

y cuenta con un asiento en la AG-ONU. Las personas nacidas en el CdeR tienen 

nacionalidad y pasaporte rodemeño. 

4. En 1951 hubo unas negociaciones parlamentarias en donde se acordó́ que cada provincia 

sería autónoma, a cambio de la condición de provincias autónomas, se prohibió́ en la 

Constitución de 1951, que las provincias se independizaran del RdeN. 

5. El RdeN es miembro de la ONU  y de la OEA. Ha ratificado los siguientes tratados 

internacionales: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; las cuatro 

Convenciones de Ginebra y sus Protocolos Adicionales I y II; la Convención contra la 

Tortura; la Convención contra el Genocidio; y la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. Ratificó el Estatuto de Roma el 3/10/2008. Rodemos no ha firmado ninguno de 

los tratados internacionales. 

6. En el año 2009, el Sr. Juan Andrés Dudoc fue elegido presidente del gobierno del RdeN. 

Según la Constitución de 1951, el Sr. Dudoc pasó a ostentar la condición de Jefe de las 

Fuerzas Armadas del RdeN.  



7. El Sr. Dudoc se mantuvo a la cabeza del gobierno y de las Fuerzas Armadas durante los 

hechos que se relatan a continuación: El gobierno de Prosida intentó negociar en diversas 

oportunidades con el gobierno estatal de Napulé la posibilidad de un régimen de autonomía 

más avanzado, sin embargo el gobierno estatal de Napulé no accedió́ a dichas 

negociaciones. Por ende, el gobierno de Prosida anunció, que convocaría un referéndum 

para dar la posibilidad a la población de la provincia de manifestar su voluntad de 

independizarse del RdeN. Se fijó́ la fecha de 01/06/2011 para el referéndum. 

8. En los meses posteriores al anuncio y previos al referéndum, el presidente Dudoc, ordeno 

tomar “todo tipo de medidas” para garantizar el orden constitucional, por lo cual envió  

enviar un contingente “reforzado” del ejército estatal de Napulé a Prosida para velar por el 

cumplimiento de la constitución. 

9. En los días 10 y 25 de mayo de 2011, se llevaron a cabo dos marchas no autorizadas en 

Prosida. Durante ambas marchas, integrantes del Ejército estatal de Napulé realizaron 

detenciones masivas y utilizaron armas de fuego contra cientos de manifestantes. Como 

resultado, fueron detenidas 200 personas el 10/05/2011 y 500 personas el 25/05/2011; 

fueron heridas 72 personas el 10/05/2011 y 124 personas el 25/05/2011; y murieron por los 

disparos del ejército 7 personas el 10/05/2011 y 22 personas el 25/05/2011. Del total de 

700 personas detenidas en ambas manifestaciones, 675 fueron liberadas. Con respecto a 

las 25 personas restantes, todas ellas mujeres, se desconoce a la fecha su paradero. Sin 

embargo, sus nombres figuran en los registros migratorios de las autoridades portuarias de 

Barona, con fecha del 26/05/2011. 

10. El 01/06/2011, día del referéndum, miembros del Ejercito estatal de Napulé se presentaron 

en centros de votación en la provincia de Prosida. En 86 de los centros de votación, se 

produjeron incidentes de violencia antes de su cierre, los militares golpearon a las personas 

que se encontraban en el recinto. En los casos en que los votantes se resistieron al cierre y 

la toma de urnas, los militares dispararon ocasionando la muerte de 56 personas. En al 

menos 2 centros de votación, se reportaron casos de violación de 5 víctimas. 

11. El referéndum en la provincia de Prosida fue ampliamente seguido por los medios de 

comunicación de Napulé y de estados extranjeros. Dada la seriedad de este evento, el Sr. 



Dudoc se reunió́ con sus ministros en un consejo extraordinario en la mañana del día 

02/06/2011 para recabar información sobre lo sucedido los días anteriores en Prosida y 

tomar las decisiones oportunas tras el referéndum.  Durante dicho consejo, las ministras de 

Interior, de Justicia y de Defensa afirmaron que todas las noticias sobre víctimas mortales 

en Prosida hasta la fecha eran falsas y que únicamente se habían producido 85 heridos 

como consecuencia de su resistencia a la labor de las fuerzas de seguridad para impedir 

actos inconstitucionales.  

12. El Sr. Dudoc dio una rueda de prensa durante la que lamentó los heridos en Prosida y 

abandonó la rueda de prensa sin admitir preguntas de los periodistas, dado que debía 

desplazarse ese mismo día a inaugurar un nuevo centro de rehabilitación para jóvenes con 

problemas de adicción situado en Solento.  

13. El 03/06/2011, el gobernador de Prosida anunció que el 96% de la población se había 

pronunciado en favor de la independencia y declaró la independencia de Prosida. La 

declaración fue declarada ilegal por la Corte Suprema de Napulé, que ordenó el arresto 

inmediato del gobernador de Prosida, de todo su gabinete y de otros miembros de su 

partido. Se procedió a la detención de un total de 15 personas, las cuales se encuentran en 

un centro de detención especial, ubicado en el CdeR, tras haber sido acusados ante cortes 

militares y condenados por las mismas de un delito de sedición. 

14. La sociedad civil alega que las veinticinco manifestantes desaparecidas el 25/05/2011 

también se encuentran detenidas en el CdeR. Existe evidencia audiovisual en la que 

guardias con un claro acento rodemeño abusan sexualmente en grupo de una docena de 

detenidas, 7 de las cuales han sido reconocidas por su rostro como aquellas de las que se 

carece de rastro alguno desde el 25/05/2011y cuyo nombre figura en los registros portuarios 

de Barona. Los dichos de los guardias y comentarios de las detenidas en dicho video hacen 

pensar que se hubiera abusado sexualmente de cada una de ellas en más de una oportunidad. 

En otro video, se ve a un guardia ordenarle a uno de los gobernantes detenidos de Prosida 

tener relaciones sexuales con una de las manifestantes detenidas. 

15. El 10/06/2011, la Fiscal de la CPI anunció la apertura de un examen preliminar sobre la 

situación en el RdeN. El 19/11/2013, la Fiscal solicitó autorización a la CPI para iniciar 



una investigación conforme al artículo 15(3) del ER. Tras haberse concedido la 

autorización, la Fiscalía inició una investigación el 31/03/2014. El 28/04/2017, la SCP 

emitió́ orden de arresto contra el Sr. Juan Andrés Dudoc por los CLH de asesinato, 

encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 

fundamentales de derecho internacional, violación, desaparición forzada de personas y 

otros actos inhumanos (artículos 7(1)(a), 7(1)(e), 7(1)(g) y 7(1)(i) y 7(1)(k) del ER) en 

calidad de superior militar (artículo 28(a) del ER). Las acusaciones de la Fiscalía se basan 

en los hechos de la manifestación del 10/05/2011, la desaparición forzada de las 25 

manifestantes hasta la fecha, y los actos ocurridos en siete de los centros de votación en 

que tuvieron lugar actos de violencia el 01/06/2011. 

 

16. Tras haber recibido solicitudes de participación de 233 víctimas, por decisión del 

13/08/2018, la SCP aceptó la participación de 184 de ellas. En su conjunto, las víctimas 

participantes sufrieron daños a raíz de todos los crímenes que se le imputan al Sr. Dudoc. 

Esta cifra incluye tanto a víctimas directas como indirectas. 

 

C. CUESTIONES JURÍDICAS A ABORDAR: 

 

La SCP IX invitó a formular observaciones sobre la competencia territorial de la CPI sobre los 

actos ocurridos en la República de Rodemos, a saber, desaparición forzada y detención ilegal. 

En consecuencia, esta Defensa, establecerá porque la CPI no tiene competencia 

complementaria a la jurisdicción sobre la RdeR. 

Luego, se argumentará sobre la insuficiencia de las pruebas presentadas por parte de la Fiscalía 

para probar el elemento contextual de ataque en los crímenes de lesa humanidad de 

conformidad con lo previsto en el artículo 7(1) ER  y, finalmente,  demostrar que el nivel de 

conocimiento desarrollado por el Sr. Dudoc, no es suficiente para establecer su responsabilidad 

como superior militar por los CLH, de conformidad con el artículo 28(a) ER.  

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

D. ARGUMENTOS ESCRITOS: 



 

1. CUESTIÓN  1: COMPETENCIA:  

 

Para resolver la cuestión planteada, esta Defensa desarrollará el siguiente derrotero: (i) Se 

establecerá por qué la República de Rodemos sí es sujeto de Derecho Internacional con pleno 

reconocimiento; (ii) Se determinará por qué la RdeR no está supeditada a las obligaciones 

internacionales contraídas por el Reino de Napulé; (iii) Para finalmente concluir, que al ser la RdeR  

una  Ciudad - Estado independiente, la CPI no tiene competencia complementaria a la jurisdicción 

respecto de los actos de encarcelación, violación y desaparición forzada que presuntamente se 

consumaron en la RdeR. 

 

1.1. La República de Rodemos sí es sujeto de Derecho Internacional con pleno 

reconocimiento: 

 

A partir del siglo XIX, la realeza iscana, le cedió a la clase guerrera por medio de un pacto1, 

dominio y control sobre la RdeR.  Por lo cual, desde entonces y hasta la actualidad, la RdeR es 

considerada como una Ciudad Estado Independiente2, así reconocida por el RdeN y algunos países 

aliados, al punto de contar con un asiento en la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

Desde tiempos antiguos, la suerte la  RdeR ha sido distinta a la de los demás territorios3 del RdeN, 

la RdeR goza de pleno reconocimiento como Estado4, por tanto, al ser un Estado independiente 

del RdeN, y no haber ratificado el ER, ni mucho menos, aceptado la competencia complementaria 

de la CPI no tiene  competencia territorial para investigar los crímenes de encarcelación, violación 

y desaparición forzada  iniciados y/o consumados en la RdeR. 

                                                             

1 HC4 

2 HC4 

3 HC3 

4 Ibíd.  



Para sustentar lo anteriormente planteado, esta Defensa, argumentará porque la RdeR no se 

encuentra vinculada al RdeN, cumpliendo así con los elementos constitutivos de un Estado 

plenamente reconocido por el Derecho Internacional Público y el Derecho Internacional 

Consuetudinario, prescritos principalmente en la Carta de las Naciones Unidas, el Reglamento 

Provisional del Consejo de Seguridad de la ONU, el Reglamento de la Asamblea General de la 

ONU y la Convención de Montevideo de 1933; respetando así, todos los requisitos necesarios para 

ser considerado como ciudad Estado independiente 

Dado lo anterior, esta Defensa, para determinar porque la RdeR, cumple con todos los mínimos 

necesarios, se remitirá a los requisitos, que se exigen (i) Al interior del Sistema de la Organización 

de Naciones Unidas; y (ii) en la Convención de Montevideo de 1933.   

 

1.1.1. Requisitos para ser Estado en el Sistema de la Organización de las Naciones Unidas: 

 

1.1.2. Carta de las Naciones Unidas: 

La RdeR cumple con los elementos constitutivos de una Ciudad Estado independiente, conforme 

a la CNU, en el entendido de que, en su artículo 4(1) se expresa: “Podrán ser Miembros de las 

Naciones Unidas todos los demás Estados amantes de la paz que acepten las obligaciones 

consignadas en esta Carta y que, a juicio de la Organización, estén capacitados para cumplir 

dichas obligaciones y se hallen dispuestos a hacerlo5”, se precisa en el artículo 4(2) del mismo 

instrumento: “La admisión de tales Estados como Miembros de las Naciones Unidas se efectuará 

por decisión de la Asamblea General a recomendación del Consejo de Seguridad.6”  De lo cual, 

de conformidad con el párrafo 4 de los HC, la RdeR cuenta con asiento en la AG-ONU, 

reafirmando así, las obligaciones consignadas al interior de la CNU. 

  

                                                             

5 ONU, Carta de las Naciones Unidas, Cap. II, artículo 4(1) 

6 Ibíd., artículo 4(2) 



1.1.3. Reglamento de la Asamblea General de Naciones Unidas: 

La RdeR cuenta con un asiento7 en la AG-ONU, constituyéndose, así como un Estado con pleno 

reconocimiento tanto por la AG-ONU, como para la comunidad internacional, cumpliendo con el 

procedimiento prescrito en el capítulo XIV del RAG-UNU para admitir nuevos miembros en la 

ONU. 

  

1.1.4.   Requisitos para ser Estado en la Convención de Montevideo de 1933: 

El sujeto propiamente dicho del orden jurídico internacional es el Estado, definido en la 

Convención sobre derechos y deberes de los Estados 8  de Montevideo de 1933, por cuatro 

elementos: Población, Territorio, Gobierno, y Capacidad de entrar en relación con otros Estados9.  

La CM, estableció un marco en la definición de lo que sería un Estado para el DIP10.   

La RdeR, cuenta con una Población aproximada de 100.000 habitantes 11 , y un Territorio 

determinado de 100 kilómetros de extensión; respecto al requisito de Gobierno, es importante 

destacar, que un Estado, para que sea considerado como tal, por el DIP debe estar dotado de un 

gobierno que presente cierta efectividad, o autoridad, sobre el territorio y su respectiva población12. 

Por otra parte, la RdeR, cumple con el cuarto elemento estipulado al interior de la CM, que hace 

referencia a la “capacidad de entrar en relación con otros Estados”, toda vez que, la personalidad 

jurídica internacional, es reconocida por el RdeN y otros países aliados13. 

                                                             

7 HC4 

8 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933. 

9 Ibíd. 

10 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933, Artículo 3. 

11 HC2 

12 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933, Artículo 3. 

13 HC4 



Sumado a lo anterior, el Artículo 3 de la Convención, estipula que “La existencia política del 

Estado es independiente de su reconocimiento por los demás Estados14. Aun antes de reconocido 

el Estado tiene el derecho de defender su integridad e independencia, proveer a su conservación y 

prosperidad, legislar sobre sus intereses, administrarse y determinar su jurisdicción y 

competencia15, legitimando así, el pleno reconocimiento de la RdeR. 

Por su parte, el Artículo 4 de la Convención, prescribe que los Estados, son jurídicamente iguales, 

disfrutan de iguales derechos y tienen igual capacidad para ejercitarlos16. Los derechos de cada 

uno dependen del simple hecho de su existencia como persona de DIP, evidenciando así, que la 

RdeR y el RdeN, tienen los mismos Derechos frente la comunidad internacional, y que la única 

diferencia es que el RdeN, si aceptó la competencia complementaria de la CPI; mientras que la 

RdeR, no lo hizo. 

Además, en el Artículo 9 de la Convención, se estipula que “la jurisdicción de los Estados en los 

límites del territorio nacional se aplica a todos los habitantes. Los nacionales y los extranjeros se 

hallan bajo la misma protección de la legislación y de las autoridades nacionales17”, por ende, la 

competencia complementaria de la CPI al RdeN, se aplica únicamente en los 900.000 kilómetros 

cuadrados de los que consta su territorio; mas no en los 100.000 kilómetros que componen el 

territorio de la RdeR. De lo anteriormente señalado, se logra evidenciar que la RdeR, actualmente 

cumple con los mínimos requisitos que se exige al interior de la Convención de Montevideo de 

1933. 

 

 

                                                             

14 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933, Artículo 3. 

15 Ibíd. 

16 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933, Artículo 4. 

17 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933, Artículo 9. 

 



 

1.1.5. Requisitos para ser considerado como Estado, según el Derecho Internacional 

Consuetudinario:   

 

1.1.6. Opinión Consultiva de la CIJ de 22 de julio de 2010 sobre Kosovo: 

Con arreglo a la práctica de los Estados, no están prohibidas las declaraciones de independencia18, 

la prohibición de las declaraciones unilaterales de independencia19 está implícita en el principio de 

integridad territorial 20 . El DIP no contiene ninguna prohibición aplicable respecto de las 

declaraciones de independencia, 21  por ende la RdeR está legitimada para proclamar su 

independencia. 

Por lo anteriormente mencionado, la independencia de la RdeR, no contraviene ninguna 

estipulación del DIP y del DIC, por tanto, la RdeR cumple con todos los elementos constitutivos 

de un Estado con pleno reconocimiento.  

 

1.1.7. Opinión Consultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre las consecuencias 

jurídicas de la construcción de un muro en el territorio palestino ocupado: 

Para esta Defensa, es importante destacar que en esta Opinión Consultiva, la CIJ, hace una breve 

referencia al Principio de Autodeterminación de los Pueblos22, señalando que este, fue consagrado 

en la Carta de las Naciones Unidas y reafirmado en la Resolución 2625 de la AG-ONU de 1970, 

                                                             

18 CIJ, Opinión Consultiva Sobre Kosovo de 22 de julio de 2010, consultado en: 

https://www.un.org/es/icj/opinionconsultiva/es 

19 ONU, Carta Organización Naciones Unidas, Articulo 4, Condiciones de admisión de un Estado como de la ONU, 

Opinión Consultiva de 28 de mayo de 1948. 

20 Ibid.  

21 Ibid 

22 CIJ, Opinión Consultiva, consecuencias jurídicas de la construcción de un muro en el territorio palestino, 

13.07.2004.consultado en: https://www.icj-cij.org/files/advisory-opinions/advisory-opinions-2004-es.pdf 

https://www.un.org/es/icj/
https://www.icj-cij.org/files/advisory-opinions/advisory-opinions-2004-es.pdf


resaltando la CIJ que este Derecho de los pueblos, es un Derecho erga omnes23, inmiscuye en su 

totalidad a la RdeR, en el entendido de que en virtud del principio de libre autodeterminación de 

los pueblos, este Estado se encuentra totalmente separado del RdeN y cuenta con pleno 

reconocimiento como sujeto de Derecho Internacional, y el hecho de no ratificar el ER y no aceptar 

la competencia complementaria de la CPI, es precisamente, en el desarrollo de este principio. 

 

 

1.2. La RdeR no está supeditada a las obligaciones internacionales contraídas por el RdeN. 

 

En virtud de lo anterior, la RdeR, al cumplir con los presupuestos jurídicos para ser considerado 

como Ciudad Estado Independiente, con pleno reconocimiento, tanto por el RdeN, como la 

Comunidad Internacional y la AG-ONU, la RdeR, no está supeditada a las obligaciones 

internacionales contraídas por el RdeN, más aún, cuando la RdeR cumple con los elementos 

esenciales mínimos para ser considerado Sujeto de Derecho Internacional, tal como se desarrolla 

en, el Sistema de la Organización de Naciones Unidas,  la Convención de Montevideo de 1933,  el 

DIC y los postulados de la doctrina. 

Por lo anteriormente mencionado, la CPI no tiene competencia complementaria a la jurisdicción 

en la RdeR, sobre los actos constitutivos de Crímenes de Lesa Humanidad, de (i) Violación y (ii) 

Desaparición Forzada, tal como lo establece el Art. 7 del E.R., 

  

1.3. Al ser la RdeR una Ciudad - Estado independiente, la CPI no tiene competencia 

complementaria a la jurisdicción  en el territorio de la RdeR: 

 

La Corte carece de competencia sobre los presuntos actos cometidos en el territorio del CdeR, 

puesto que, para que un crimen esté dentro de la jurisdicción de la Corte a los efectos del Artículo 

                                                             

23 CIJ, Opinión Consultiva, consecuencias jurídicas de la construcción de un muro en el territorio palestino, 

13.07.2004.consultado en: https://www.icj-cij.org/files/advisory-opinions/advisory-opinions-2004-es.pdf 

https://www.icj-cij.org/files/advisory-opinions/advisory-opinions-2004-es.pdf


53 (l) (a) del Estatuto, también debe cumplir al menos una de las condiciones que se establecen en 

el Artículo 12 del Estatuto,24 y de los HC se extrae que la RdeR, no se encuentra dentro de la 

competencia complementaria de la CPI, al no ratificar el ER dentro de su ordenamiento jurídico 

interno, puesto que para que la CPI tenga competencia respecto de un crimen a los que se refiere 

el Artículo 5 del E.R. El crimen debe ocurrir en el territorio de un Estado parte y la RdeR no ha 

aceptado la competencia complementaria de la CPI. 

 

1.4. Conclusión 

 

Por las razones anteriormente planteadas, para esta Defensa, la RdeR no se encuentra vinculada al 

RdeN, cumpliendo así con los elementos constitutivos de un Estado plenamente reconocido por el 

Derecho Internacional Público y el Derecho Internacional Consuetudinario, prescritos 

principalmente en la Carta de las Naciones Unidas, el Reglamento Provisional del Consejo de 

Seguridad de la ONU, el Reglamento de la Asamblea General de la ONU y la Convención de 

Montevideo de 193325; respetando así, todos los requisitos necesarios para ser considerado como 

ciudad Estado independiente.  

 

 

2. CUESTIÓN: PRUEBA DE LOS ELEMENTOS CONTEXTUALES DE LOS 

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD: 

 

Para resolver la cuestión planteada, esta defensa desarrollara el siguiente derrotero: (i) Se 

argumentara, porque los incidentes seleccionados por la Fiscalía son insuficientes para probar el 

elemento contextual de ataque en el crimen de lesa humanidad; (ii) Se planteara, porque no se 

puede considerar como ataque contra una población civil a 5 presuntos actos de violación en los 2 

centros de votación; (iii) Se establecerá, porque la prueba presentada por la fiscalía, es insuficiente 

                                                             

24 CPI, SCP III, Decisión conforme al artículo 15 ER sobre la autorización de la apertura de la investigación en la 

situación de Costa de Marfil, ICC- 02/11, 03/10/11, párr. 186 

25 Séptima Conferencia Internacional Americana, Montevideo – 1933. 



para probar la existencia de un ataque constitutivo de CLH; (iv) Para finalmente concluir que la 

Corte carece de competencia sobre los actos cometidos en el territorio del CdeR. 

 

2.1. Los incidentes seleccionados por la Fiscalía son insuficientes para probar el elemento 

contextual de ataque en el CLH: 

 

Los incidentes seleccionados por la Fiscalía son26: (i) la manifestación del 10 de mayo de 2011; 

(ii) la desaparición forzada de las 25 manifestantes hasta la fecha; y (iii) los actos ocurridos en 7 

de los centros de votación en que tuvieron lugar actos de violencia el 01 de junio de 201127. 

2.1.1 La manifestación del 10 de mayo de 2011:  

Los días 10 y 25 de mayo se llevaron a cabo marchas no autorizadas en Prosida28, los habitantes 

de la provincia pretendían manifestarse a favor de su derecho a elegir su destino y proclamar la 

independencia del RdeN. Durante el desarrollo de las marchas29, los miembros del Ejército estatal, 

trataron de contrarrestar las actuaciones de los independentistas, con el propósito de mantener el 

orden público y cumplir con la prohibición de la separación de las Provincias del RdeN.  Si bien 

pudieron presentarse  enfrentamientos entre los manifestantes y los miembros del Ejército, estos 

últimos actuaron en un uso legítimo de la fuerza, por ende, este incidente no puede ser considerado  

ni como elemento contextual de ataque, ni mucho menos como conducta individual del crimen, 

puesto que no cumple con el desarrollo de los postulados del ataque del  DPI y del DIH. 

 

 

2.1.2. La desaparición forzada de las 25 manifestantes: 
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27 Ibíd. 

28 HC13 

29 HC18 



En el desarrollo de las marchas, integrantes del Ejército estatal del RdeN30, realizaron detenciones 

masivas y utilizaron armas de fuego, con el propósito de contrarrestar los actos rebeldes de los 

manifestantes y la vulneración de los DDHH de los demás ciudadanos de Prosida, por lo cual las 

conductas ejercidas por funcionarios públicos militares,  se encuentran legitimados en el uso 

legítimo de la Fuerza, y aunque a la fecha, hay 25 personas desaparecidas, estos son hechos 

aislados de un fenómeno de violencia organizada31, alejados de la generalidad y sistematicidad 

que requiere el elemento contextual de ataque en el CLH, y más aún, cuando no fue dirigida en 

contra de una población civil en específico. 

 

2.1.3. Los actos de violencia ocurridos en los centros de votación el 01 de junio de 2011: 

El 01 de junio, se llevó a cabo el día del referéndum32, miembros del Ejército del RdeN se 

presentaron en 470 de los 960 centros de votación en la Provincia de Prosida.  Sin embargo, debido 

a las manifestaciones, fue necesaria la llegada del contingente reforzado del Ejército, para velar 

por el cumplimiento de la  Constitución, entre ellas, impedir la separación de la provincia de 

Prosida del RdeN. 

Para esta Defensa, es importante resaltar, que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

deben cumplir en todo momento los deberes que les impone, sirviendo a su comunidad y 

protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto grado de 

responsabilidad exigido por su profesión33 , tal y como sucede en el RdeN. Por lo tanto, las 

actuaciones del ejército del RdeN no iban encaminadas a atacar activamente a los manifestantes, 

                                                             

30 HC13 

31 CPI, SCP I, Fiscalía c. Germain Katanga, Decisión conforme al artículo 61(7) confirmación de cargos, ICC - 

01/04-01/07 30/09/08, párr. 396 

32 HC14 

33 ONU, Asamblea General, Resolución 34/169, diciembre de 1979, Código de Conducta para Funcionarios 

encargados de Hacer Cumplir la ley, Artículo 3. 



sino por el contrario, tratar de neutralizarlos, con el único objetivo de  restablecer el orden público 

en Prosida. 

Conforme lo anterior, el desempeño de los funcionarios 34 , tales Como el Sr, Dudoc y sus 

subalternos, cumplieron la ley respetando, velando por la protección de la Dignidad Humana y 

defendiendo los DDHH de todas las personas, por lo cual, las autoridades del RdeN en Prosida, 

actuaron bajo el uso legítimo de la Fuerza, siendo esta necesaria para contrarrestar las 

manifestaciones no autorizadas del Movimiento Independentista de Prosida, como propósito 

principal debían impedir la separación de la Provincia del RdeN, algo prohibido al interior de la 

Constitución de 195135, según las circunstancias en que se realizó el referéndum, el Gobierno 

estatal, debía prevenir36 la comisión de un delito en contra de la autoridad del Estado y el orden 

público, para que no se concretara en la afectación a la seguridad e integridad del Estado. 

Por otra parte, respecto al uso de armas de fuego por parte de los miembros de la fuerza pública, 

en las manifestaciones no autorizadas,  el DIP y el DIH permiten a las fuerzas militares la 

utilización de armas, como medida extrema para actuar, y tal y como se desprende de los HC, la 

fuerza pública, la utilizo para evitar que las manifestaciones se concretarán en un daño mayor que 

impida la realización de los principios constitucionales del RdeN. 

Si bien dentro de los Principios Consagrados en la Declaración Universal sobre DDHH, las 

personas están facultadas para participar en marchas autorizadas y pacíficas37, de conformidad con 

                                                             

34 ONU, Asamblea General, Resolución 34/169, diciembre de 1979, Código de Conducta para Funcionarios 

encargados de Hacer Cumplir la ley, Artículo 3. 

35 HC8  

36 Diccionario de la Real Academia Española, 2001. 

37 ONU, Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, Artículo 20. 



el párrafo 13 de los HC, las manifestaciones no fueron autorizadas38, y, al dispersar reuniones 

violentas, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podían utilizar armas de fuego39.  

La actuación de las Fuerzas Armadas fue encaminada a ejecutar el plan de contingencia para 

neutralizar las manifestaciones no autorizadas,  este tipo de actuaciones no pueden ser 

consideradas como un plan o política estatal40 que vaya en contra de una población civil41, sino 

más bien, lo que se pretendía era preservar la seguridad y bienestar de los ciudadanos.  

De conformidad con lo anterior, los incidentes seleccionados por la Fiscalía son insuficientes para 

probar el elemento contextual de ataque en el CLH, en el entendido de que el artículo 7 (2) del ER 

indica que un ataque dirigido contra cualquier población civil “es un curso de conducta que 

involucra la comisión múltiple de los actos mencionados en el párrafo 1 contra una población 

civil, de conformidad con un Estado o en apoyo de un Estado o Política organizacional para 

cometer tal ataque”.42 Y de los HC se logra extraer que las conductas cometidas por las Fuerzas 

Militares en el desarrollo de las manifestaciones en Prosida,  tenían como propósito la protección 

del orden constitucional del Estado.  

En efecto, es necesario mencionar que la Jurisprudencia de la CPI43, ha reiterado que los CLH 

involucran los siguientes elementos contextuales: (i) un ataque dirigido contra cualquier población 

                                                             

38 HC13 

39 ONU, Principios Basicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de fuego por los Funcionarios encargados de 

Hacer Cumplir la Ley, 1990, Articulo 14.  

40 CPI, SCP I, Fiscalía c. Germain Katanga, Decisión conforme al artículo 61(7) confirmación de cargos, ICC - 

01/04-01/07 30/09/08, párr. 396 

41 CPI, SCP II, Fiscal c.  Jean Pierre Bemba Gombo, Decisión con arreglo a los párrafos (7) (a) y ((b) del artículo 61 

del Estatuto de la CPI relativa a los cargos de la , Caso No. ICC-01/05- 01/08-424, 15 de junio de 2009, párr 78.  

Véase también CPI, Katanga, SPI II, Sentencia con arreglo al artículo 74 del Estatuto, Caso No. ICC-01/04-01/07, 7 

de marzo de 2014, parág. 1101 

42 Cfr. CPI, SCP III, Decisión de conformidad con el artículo 15 ER sobre la autorización de una Investigación 

sobre la situación en la República de Costa de Marfil, párr. 28. 

43 Ibíd. párr. 29.  



civil; (ii) una política estatal; (iii) un ataque de carácter generalizado o sistemático; (iv) un nexo 

entre el acto individual y el ataque; y (v) conocimiento del ataque. 

Respecto del elemento contextual de ataque en los CLH, se refiere a una campaña u operación 

llevada a cabo contra la población civil44, y conforme a los HC45 lo ejecutado por el ejército, no 

fue una campaña contra la población civil, sino, más bien un plan de contingencia para mantener 

el orden Público e impedir la separación de Prosida del RdeN. 

 

2.2. No se puede considerar como ataque contra una población civil a 5 actos de violación 

en los 2 centros de votación: 

 

De conformidad con el artículo 7(2) (a) del E.R. el ataque debe ser cometido de conformidad con 

una política estatal u organizativa46, y de conformidad con los Elementos de los Crímenes y la 

jurisprudencia de la CPI47  “la política para cometer tal ataque” significa que el Estado debe 

promover activamente el ataque contra la población civil, situación que de conformidad con los 

HC no es lo que se presenta en Prosida, puesto que los militares, lo único que pretendían era la 

protección del orden constitucional del RdeN, por tanto, dentro de esa protección, lo que hicieron 

fue contrarrestar las manifestaciones de los habitantes de Prosida, y tratar de neutralizar a los 

miembros del Movimiento independentista, para esto, las actividades realizadas por los subalternos 

militares, se hicieron con el propósito de mantener el control de la población, y si bien se 
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presentaron 85 personas heridas48, tal como lo afirmaron las ministras del Interior, de Justicia y de 

Defensa49, estos incidentes se llevaron a cabo dentro del uso legítimo de la fuerza. 

Al respecto, el ER no proporciona definición alguna acerca de los conceptos de “política” o 

Estado,” la CPI50 ha establecido criterios con respecto al requisito de política, que; (i) debe haber 

subordinación y seguirse un patrón regular; (ii) debe llevarse a cabo de acuerdo a un plan común  

que involucre recursos públicos o privados, (iii) puede ser implementado por grupos que gobiernan 

un territorio específico que tenga la capacidad de cometer un ataque generalizado o sistemático 

contra una población civil; y (iv) no es necesario que esté explícitamente definido , un ataque 

planificado, dirigido y organizado, en oposición a actos de violencia espontáneos o aislados, 

satisfará este criterio particular51. Tal como sucede en el presente caso, puesto que las presuntas 

conductas cometidas por los miembros de la Fuerza Pública son actos de violencia aislados y 

espontáneos, que no tienen nada que ver con el plan de contingencia desarrollado por el Estado. 

Para esta Defensa, es necesario resaltar que respecto del elemento contextual de Naturaleza 

generalizada o sistemática del ataque,  el término generalizado abarca la naturaleza a gran escala 

del ataque52 que debe ser masivo, frecuente, llevado a cabo colectivamente con considerable 

seriedad y dirigido contra una multiplicidad de víctimas, requisito tal, que tampoco se presenta en 

los presuntos actos que fueron objeto de acusación por parte de la fiscalía, más aún cuando las 

víctimas, en la presente situación se reducen a 5 personas, por ende no se cumple con este requisito 

tampoco, para constituir el elemento contextual de ataque en un CLH; mientras que el término 

“sistemático” se refiere a la naturaleza organizada de los actos de violencia y la improbabilidad de 

que ocurran al azar, y conforme a los HC los actos de violencia que se produjeron, se realizaron al 

azar sin ir en contra de una población civil determinada. Por otra parte, la naturaleza sistemática 
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51 Ibid  
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de un ataque puede expresarse a menudo a través de patrones de conductas, no accidentales, y en 

Prosida, tal y como se desprende de los HC las conductas de violaciones fueron accidentales, 

alejadas del plan de contingencia del Estado. 

 

2.3. La prueba presentada por la fiscalía, no demuestra la existencia de un ataque 

constitutivo de CLH. 

 

Los hechos ocurridos en la manifestación del 10 de junio de 2011, no pueden probar la existencia 

de un ataque contra una población civil. La Fiscalía para probar los elementos contextuales del 

CLH, debe diferenciar estos, de las conductas individuales presuntamente cometidas por miembros 

del ejército del RdeN. De conformidad con la jurisprudencia de la CPI, en los casos de Bemba53, 

Ruto54 y Kenyatta55, la SCP II, ha establecido que los incidentes seleccionados por la  Fiscalía,  

para probar los elementos contextuales del CLH, deben ser los mismos incidentes que permitan 

probar los elementos específicos de los crímenes de lesa humanidad, por ende, con los incidentes 

seleccionados por la fiscalía, no son suficientes para establecer la prueba del elemento contextual 

y la conducta individual, siendo ésta necesaria. Sobre esta base, la SCP II se centra en las 

declaraciones escritas de los testigos, al ser este el elemento de prueba requerido en relación con 

los elementos específicos en el marco de las confirmaciones de cargos ante la CPI56.   

 

Existen otros elementos de prueba mencionados por la SCP II como elementos de prueba indirecta, 

como Reportes de Organizaciones Internacionales, Reportes de ONGs  y Reportes de distintos 

medios de comunicación, tan solo juegan la función de corroborar lo establecido por las 
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declaraciones escritas de los testigos.57 Este modelo utilizado por la SCP II en los casos Bemba, Ruto 

y Kenyatta, donde todos y cada uno de los incidentes utilizados para probar el ataque sistemático o 

generalizado contra la población civil, son utilizados después para probar también los delitos específicos 

imputados58. Por lo anteriormente dicho, es claro resaltar que el estándar probatorio aportado por la 

fiscalía no es suficiente para probar que existen motivos suficientes para creer que se cometieron 

actos constitutivos de CLH, por ende, ni los incidentes seleccionados por la fiscalía, ni las pruebas 

aportadas, logran establecer motivos razonables59, ni mucho menos motivos suficientes, para creer 

que los militares del RdeN, cometieron CLH.  

Por lo anteriormente dicho, En la etapa procesal de confirmación de cargos60, la Corte debe evaluar 

las pruebas en virtud del estándar de “pruebas suficientes de motivos sustanciales para creer”, el 

cual tiene un valor probatorio mucho más alto que el requerido en la orden de arresto. Dicho 

estándar garantiza que el Sr. Dudoc no sea acusado de forma incorrecta. Del mismo modo, es 

importante recalcar que de conformidad con la jurisprudencia de la CPI61 el estándar de prueba 

pertinente que debe demostrar el Fiscal, debe probar que el ataque se dirigió contra la población 

civil en su conjunto y no simplemente contra individuos seleccionados al azar, señalando que en 

este crimen la población civil debe ser el objeto principal del ataque y no solo las víctimas 

incidentales. 

 

2.4. La CPI carece de competencia sobre actos cometidos en el territorio de la RdeR. 
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situación de Costa de Marfil, ICC- 02/11, 03/10/11, párr. 32 



La jurisprudencia de la CPI,62 considera que de acuerdo con una interpretación contextual y 

teleológica, la frase “un crimen dentro de la jurisdicción de la Corte” significa que se debe realizar 

un examen de los requisitos previos jurisdiccionales necesarios establecidos en el E.R. puesto que 

esto garantiza que la CPI esté en condiciones de evaluar adecuadamente si está actuando dentro de 

los parámetros legales antes de pronunciarse sobre una solicitud, por lo cual, la CPI carece de 

competencia sobre CLH cometidos en la RdeR, puesto que, para que un crimen esté dentro de la 

jurisdicción de la Corte a los efectos del Artículo 53 (l) (a) del Estatuto, también debe cumplir al 

menos una de las condiciones que se establecen en el Artículo 12 del Estatuto,63 y de los HC se 

extrae que la RdeR, no se encuentra dentro de la competencia complementaria de la CPI, al no 

ratificar el ER dentro de su ordenamiento jurídico interno, para que la CPI tenga competencia 

respecto de un crimen a los que se refiere el Artículo 5 del ER el crimen debe ocurrir en el territorio 

de un Estado parte en el ER y la RdeR no ha aceptado la competencia complementaria de la CPI. 

 

3. CUESTIÓN 3: RESPONSABILIDAD DEL SUPERIOR: 

 

Para resolver la cuestión planteada, esta Defensa desarrollará el siguiente derrotero: (i) Establecerá 

porque el Sr. Dudoc “no sabía” o de los presuntos actos cometidos por el ejército del RdeN; (ii) 

Se planteará porque no existen razones para estimar  que el Sr. Dudoc  “hubiere debido saber” de 

los actos de CLH; (iii) Para finalmente concluir  con que la prueba presentada por la Fiscalía no 

demuestra que el Sr. Dudoc tenía el nivel de conocimiento requerido para establecer su 

responsabilidad  según lo previsto en el artículo 28(a) del ER. 

 

3.1. El Sr. Dudoc “no sabía” en absoluto de los actos cometidos por el ejército: 

 

                                                             

62 CPI, SCP II, Decisión conforme al artículo 15 ER en la autorización de la investigación en la situación de la 

República de Kenia, ICC - 01/09 parr 37.  
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En el planteamiento del desarrollo del nivel de conocimiento requerido para el superior militar que 

sabía que los Crímenes cometidos, o a cometer por sus fuerzas, la RLV, basa su argumento en (i) 

las Actas del Consejo extraordinario de Ministros; (ii) en las declaraciones del Sr. Dudoc a la 

prensa en las semanas precedentes al referéndum, y (iii) en las obligaciones constitucionales del 

Sr. Dudoc como Jefe de las fuerzas armadas. De lo anteriormente mencionado, se logra extraer 

que el argumento presentado por la RLV en el cual se plantea que la imputación conforme al 

artículo 28(a) (i) del ER debe formularse porque el Sr. Dudoc “había sabido” que tales crímenes 

estaban siendo cometidos por sus fuerzas, no encuentra fundamento en los postulados del DPI. 

El Sr. Dudoc no tenía forma de saber que las medidas que estaba tomando a través de sus fuerzas 

armadas, podían eventualmente derivar en la comisión de Crímenes por parte de estas últimas, en 

razón de que el envío de los subalternos se encontraba dentro de la protección del orden 

constitucional y legal. 

De conformidad en el párrafo 210 en la situación de la República de África Central en el caso de 

la Fiscalía Vs Jean Pierre Bemba64, la Sala estipula  que el superior militar, actuando como tal, es 

penalmente responsable por los actos constitutivos de crímenes cometidos por fuerzas bajo su 

mando y control  o autoridad y control efectivo,65 como resultado de no controlar adecuadamente 

sus subalternos, siempre y cuando el superior, no haya tomado las medidas necesarias y razonables, 

sin embargo el  Sr. Dudoc de manera ex ante, nunca supo de la presunta comisión  de crímenes de 

sus subalternos, sino que su nivel de conocimiento se desarrolló de manera  posterior a los 

incidentes cometidos en Prosida, por lo cual de manera ex post el Sr. Dudoc, tomó todas las 

medidas necesarias y razonables que estaban a su alcance.  

Sumado a lo anterior, el párrafo 191 del caso contra Jean Pierre Bemba66, la Sala consideró que el 

conocimiento real por parte del superior, en este caso el Sr. Dudoc, no puede presumirse, sino que, 

debe establecer por medio de evidencia que logre demostrar que el Superior había sabido de la 
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comisión de tales actos. Resaltando que los factores determinantes  que pueden indicar el 

conocimiento del superior, incluyen (i) la orden de cometer los crímenes; o (ii) el hecho de que el 

superior acusado fue informado personalmente que sus subalternos estaban involucrados en actos 

constitutivos de crímenes, y de los HC se desprende que la comunicación personal recibida por el 

Sr. Dudoc de manera posterior a los incidentes, se le señaló que los actos constitutivos de crímenes, 

nunca se presentaron, desvirtuando así lo plasmado por la RLV, dejando en evidencia  que el Sr. 

Dudoc no había sabido, y nunca supo de lo sucedido, sino de manera ex post, el día 2 de Junio de 

2011.   

Para esta Defensa, es importante resaltar que en él “había sabido” el autor se representa el resultado 

antijurídico, pero confía en poder evitarlo, sin embargo el Sr. Dudoc tomó “todo tipo de 

medidas” 67 , entendiendo por esto, la realización de medidas necesarias y razonables para 

garantizar el orden constitucional en el RdeN, enviando un contingente reforzado del ejército 

estatal para velar por el cumplimiento de la  Constitución, entre ellas, impedir la separación de la 

provincia de Prosida del RdeN, lo anterior sin representarse que probablemente podría existir la 

posibilidad que en el desarrollo del referéndum, los subalternos militares podían cometer actos 

constitutivos de CLH. 

Sin embargo, las actividades realizadas por los subalternos militares, en cumplimiento de órdenes 

del Jefe de las Fuerzas Armadas, se hicieron con el propósito de mantener el control de la 

población, y si bien se presentaron 85 personas heridas68, tal como lo afirmaron las ministras del 

Interior, de Justicia y de Defensa69, estos incidentes se llevaron a cabo dentro del uso legítimo de 

la fuerza. 

Para esta Defensa, es importante resaltar, que de conformidad con el Artículo 1 del Código de 

Conducta para Funcionarios de Hacer Cumplir la ley adoptado por la Asamblea General de la 

ONU Resolución 34/169 de diciembre de 1979, se establece, que “los funcionarios encargados de 

hacer cumplir la ley cumplirán en todo momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su 
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comunidad y protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con el alto 

grado de responsabilidad exigido por su profesión70”, Además se establece que “en los países en 

que ejercen las funciones de policía autoridades militares, se considerará que la definición de 

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley comprende a esta clase de funcionarios71”, tal y 

como sucede en el RdeN.  

En este, Código de Conducta, también se establece que, en el desempeño de sus funciones, los 

funcionarios, tales como el Sr, Dudoc y sus subalternos, deben hacer cumplir la ley respetando, 

velando por la protección de la Dignidad Humana y defendiendo los DDHH de todas las 

personas72, cumpliendo así con las obligaciones internacionales contraídas al ratificar dentro del 

ordenamiento jurídico del RdeN la Convención Americana sobre Derechos Humanos73. 

Respecto al uso legítimo de la fuerza desempeñado por el contingente reforzado, el Artículo 3 

señala expresamente que “los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, podrán usar la 

fuerza, cuando sea necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas74”, por 

lo cual, para esta Defensa es claro, que las Fuerzas armadas debieron utilizar la fuerza frente a las 

actuaciones realizadas por los independentistas, más aún, cuando según las circunstancias en que 

se realizó el referéndum, el Gobierno estatal, debía prevenir75 la comisión de un delito en contra 

de la autoridad del Estado y el orden público, resaltando que en ningún momento se excedió en el 

uso de la fuerza, cumpliendo con el Principio de Proporcionalidad76. En el mismo Código, además, 

                                                             

70 ONU, Asamblea General, Resolución 34/169, diciembre de 1979, Código de Conducta para Funcionarios 

encargados de Hacer Cumplir la ley, Artículo 1. 

71 ONU, Asamblea General, Resolución 34/169, diciembre de 1979, Código de Conducta para Funcionarios 

encargados de Hacer Cumplir la ley, Artículo 1, comentario B. 

72 ONU, Asamblea General, Resolución 34/169, diciembre de 1979, Código de Conducta para Funcionarios 

encargados de Hacer Cumplir la ley, Artículo 2. 

73 HC8  

74ONU, Asamblea General, Resolución 34/169, diciembre de 1979, Código de Conducta para Funcionarios 

encargados de Hacer Cumplir la ley, Artículo 3. 

75 Diccionario de la Real Academia Española, 2001. 

76 CICR, Principios Generales del Derecho Internacional Humanitario.  



se expresa que el uso de armas de fuego, si se puede utilizar, como una medida extrema77, tal y 

como sucedió en los incidentes de 2011 en el RdeN. 

Por otra parte, de conformidad con los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas 

de Fuego por los Funcionarios de Hacer Cumplir la ley, adoptados por el 8 Congreso de la ONU 

en 1990, se establece en las Disposiciones Generales No. 5 que “cuando el empleo de armas de 

fuego sea inevitable, los funcionarios: ejercerán moderación y actuarán en proporción a la 

gravedad; tratando de reducir al mínimo las lesiones78”, y si bien dentro de los Principios 

Consagrados en la Declaración Universal sobre DDHH y en el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, las personas están facultadas para participar en marchas autorizadas y pacíficas, 

de conformidad con el párrafo 13 de los HC , las manifestaciones no fueron autorizadas79, y en 

consonancia con el Principio 1480, “al dispersar reuniones violentas, los funcionarios encargados 

de hacer cumplir la ley podrán utilizar armas de fuego81”.  

Ahora bien, el Sr. Dudoc, emitió la orden de enviar un contingente reforzado, puesto que las 

Fuerzas Armadas, eran las que contaban con el plan de contingencia para este tipo de situaciones, 

en el entendido de que el Sr. Dudoc, junto con las instituciones del Estado, deben preservar la 

seguridad y bienestar de los ciudadanos, de modo que, para garantizar la seguridad mediante la 

protección de objetivos asignados, y teniendo en cuenta que en Prosida los subalternos militares 

eran insuficientes para atender los incidentes ocurridos, se envió el contingente reforzado para que 

desempeñen tareas de vigilancia, a fin de reforzar la presencia del gobierno estatal, en dicha 

provincia. 

                                                             

77 ONU, Asamblea General, Resolución 34/169, diciembre de 1979, Código de Conducta para Funcionarios 

encargados de Hacer Cumplir la ley, Artículo 3, Comentario C. 

78 ONU, Principios Basicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de fuego por los Funcionarios encargados de 

Hacer Cumplir la Ley, 1990, Disposiciones Generales No. 5. 

79 HC13 

80 ONU, Principios Basicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de fuego por los Funcionarios encargados de 

Hacer Cumplir la Ley, 1990, Articulo 14. 

81 ONU, Principios Basicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de fuego por los Funcionarios encargados de 

Hacer Cumplir la Ley, 1990, Principio 14. 



 

 

 

3.2. No existen razones para estimar que el Sr. Dudoc “hubiere debido saber” de dichos 

crímenes, entre otras razones porque las actas del consejo extraordinario de ministros 

no revelan su conocimiento implícito de los crímenes. 

 

La Fiscalía formuló imputación contra el Sr. Dudoc en calidad de superior militar que “hubiere 

debido saber” que sus fuerzas estaban cometiendo crímenes o se proponían cometerlos. Dentro del 

argumento presentado por la fiscalía, no se logra desarrollar el nivel de conocimiento requerido 

por un superior militar que “hubiere debido saber” de los crímenes cometidos por sus fuerzas, más 

aún cuando la fiscalía basó su imputación en las Actas del Consejo Extraordinario de Ministros y 

en la rueda de prensa del Sr. Dudoc celebrados en Barona el 2 de junio de 2011. 

La responsabilidad del superior del artículo 28 ER, se configura cuando, frente a crímenes 

cometidos por sus subalteerno, el superior incumple su deber de prevenir, reprimir o someter tal 

situación a la autoridad competente, en virtud del control que ejerce sobre ellos. 82  En la 

responsabilidad del superior en el hubiere debido saber, (i) el superior debía saber o tener razones 

para saber que el subalterno       ordinado, se aprestaba a cometer ese acto o ya lo había cometido, 

y además, que  (ii) el superior no haya tomado todas las medidas necesarias y razonables para 

impedir que dicho acto fuera cometido, o para castigar a los autores.83 Sin embargo de los HC se 

extrae que el Sr. Dudoc, a pesar de que se le ocultó información de los hechos ocurridos, su 

desempeño fue diligente y tomó todas las medidas necesarias y razonables que estaban a su 

                                                             

82  Cfr. CPI, SPI II, Fiscal c. Dominic Ongwen, “Decisión de confirmación de cargos”, , ICC-02/04-01/15-422-Red, 

párrs. 45 y 146; SCP I, Fiscal c. Laurent Gbagbo, ICC02/11-01/11-656-Red, cit., párr. 262; SCP II, Fiscal c. Jean-

Pierre Bemba Gombo. párr. 405.  

83 Cfr. TPIY, Fiscal c. Blaskic, Caso  No. IT-95-14-T, Juicio, 03/03/2000, párr. 484.  



alcance.  Teniendo en cuenta, que es obligación  del superior mantener la paz, castigar la comisión 

de delitos y proteger la vida de las personas.84  

Dentro del estudio de la responsabilidad del superior, se han propuesto dos posiciones en relación 

con el momento en que el superior debe haber tenido un control efectivo sobre sus subalternos85. 

Según una opinión el factor determinante es el momento de la comisión del crimen86; mientras que 

la  segunda opinión considera que el momento decisivo es cuando el superior omitió tomar medidas 

para impedir o castigar el crimen87. En este orden de ideas, la estructura del Artículo 28 revela dos 

tipos de deberes en cabeza de los superiores que deben ser claramente diferenciados. En primer 

lugar, existe un deber más bien general que exige un control apropiado sobre las fuerzas y los 

subalternos. En segundo lugar, existe una obligación más específica que resulta vulnerada cuando 

se omite prevenir, reprimir los crímenes88  o someter el asunto a las autoridades competentes. 

El Sr. Dudoc se reunió con sus ministros en un Consejo extraordinario en Barona en la mañana del 

día 2 de junio de 201189 para recabar información sobre lo sucedido días anteriores en Prosida, 

además dentro del mismo HC90, se expresa que en dicho Consejo, el Sr. Dudoc en su calidad de 

Jefe de gobierno y Jefe de las Fuerzas Armadas, preguntó a cada una de las ministras encargadas 

del control de este tipo de situaciones, de manera detallada sobre las noticias divulgadas por los 

medios de comunicación, con el propósito de llevar a cabo todas sus obligaciones, buscó 

información en la Ministra de Defensa, la cual dentro de la línea de mando responsable, era la 

encargada de recibir las informaciones necesarias de las actividades desarrolladas por las Fuerzas 

Militares en Prosida. Por su parte, junto con la anterior respuesta, la Ministra del Interior y la 

                                                             

84 Cfr. KISS, A., “La responsabilidad penal del superior ante la Corte Penal Internacional”, Zeitschrift für 

Internationale Strafrechtsdogmatik, Núm. 1, La Haya, 2016, pp. 42-43 

85 Ibíd. 

86 Ibid 

87 Ibid 

88 TPIY, Fiscal c. Halilovic, Caso No. IT-01-48-A, Juicio, 16.10.2007, parr 63 y 64. 
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Ministra de Justicia, de manera unívoca afirmaron que todas las noticias sobre las víctimas 

mortales hasta la fecha, eran falsas y que lo único verdadero son los 85 heridos 91  que 

desencadenaron los actos de resistencia de los ciudadanos de Prosida frente a las labores de las 

fuerzas de seguridad del RdeN para impedir actos que vayan en contravía del ordenamiento 

constitucional.  

Para esta defensa, es importante recalcar que, cuando el superior tiene la competencia, la capacidad 

y los conocimientos necesarios para prevenir un crimen y se abstiene de hacerlo habrá quebrantado 

la obligación general de ejercer un control apropiado sobre sus subalternos92, pero en cambio, al 

parecer el ER ha considerado que la mera omisión de reprimir, si no se incumplió también por lo 

menos el deber general93, no es suficientemente grave como para endilgar responsabilidad al 

superior en el ámbito internacional.94 

De lo anterior se logra establecer, que el Sr. Dudoc no omitió reprimir las conductas de sus 

subalternos, sino que, de manera consciente no lo hizo, ni puso en conocimiento de las autoridades 

competentes la presunta comisión de crímenes, porque tal como quedó detalladamente prescrito 

en las Actas del Consejo Extraordinario, el conocimiento desarrollado por el Sr. Dudoc, gira 

entorno a los 85 heridos que dejó el uso legítimo de la fuerza en Prosida, por lo tanto,  el Sr. Dudoc, 

cumplió con sus deberes como superior, al procurar informarse por fuentes oficiales, acerca de los 

hechos ocurridos en Prosida, y con el propósito de llevar a cabo todas sus obligaciones, por lo cual, 

para esta Defensa es claro, que el Sr. Dudoc actuó de manera diligente para informarse de manera 

adecuada y poder defender lo estipulado en la Constitución, sin quebrantar las obligaciones 

internacionales del RdeN.  
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92 Cfr. KISS, A., “La responsabilidad penal del superior ante la Corte Penal Internacional”, Zeitschrift für 

Internationale Strafrechtsdogmatik, Núm. 1, La Haya, 2016, pp. 42-43 

93 Ibíd. 

94 Nerlich, Journal of International Criminal Justice 5 (2007), 665 (678); de otra opinión Meloni (nota 26), p. 

166,175. 



Teniendo en cuenta además, que el Sr. Dudoc fue tan diligente que convocó95 a integrantes del 

Poder Ejecutivo del Estado al Consejo Extraordinario, justamente al día siguiente de la realización 

del referéndum en la provincia de Prosida. Dada la proximidad de los hechos ocurridos, el Sr. 

Dudoc solo podía confiar plenamente en las respuestas dadas por sus Ministros, los cuales 

constituyen una comunicación directa de información, de forma tal que el Presidente de un Estado, 

no puede darles credibilidad a los incidentes, y tomar las medidas necesarias y razonables con base 

en las presuntas noticias de los medios de comunicación. 

 

Las razones de hecho, por las cuales el Sr. Dudoc no hubiere debido saber, de la presunta comisión 

de crímenes por sus subalternos,  se basan en que en el párrafo 15 de los HC y lo aclarado en la 

postura de la defensa de la cuestión 3, en caso de que las noticias de los medios de comunicación 

fueran veraces, al Sr. Dudoc, se le ocultó información, por parte de los subalternos en la cadena de 

mando responsable, por lo cual, el superior no desarrolló ningún tipo de conocimiento de los 

presuntos actos cometidos con anterioridad al desarrollo del Consejo Extraordinario de Ministros; 

respecto de las razones de derecho por las cuales el Sr. Dudoc no hubiere debido saber, se 

fundamentan en que el Sr. Dudoc desplegó las medidas constitucionales necesarias para prevenir 

la comisión de actos violatorios a los Derechos fundamentales de la provincia de Prosida, una de 

ellas, fue el envío del contingente reforzado para evitar, la comisión de un delito que atente contra 

el Estado. 

Para esta Defensa, es importante resaltar que la orden emitida por el Sr. Dudoc al mencionado 

contingente a saber: “que debían tomar todo tipo de medidas” se debe interpretar de forma tal que 

se refería a las medidas necesarias y razonables dentro de los postulados de la Constitución del 

RdeN, el DIP y el DIH; mientras que la orden del superior, de enviar un contingente del ejército 

se fundamenta en la prevención del acaecimiento de un delito en contra del orden público, el cual, 

ya se encontraba en su fase de ejecución, por lo tanto y según el deber constitucional del ejército 

de proteger la seguridad de los ciudadanos y el orden estatal, su utilización se encuentra adecuada 

a los postulados del DIC y DIP para evitar un daño al Estado. 

                                                             

95 HC15          



Si bien pudo haber sucedido que, dicho contingente se apartó y desconoció la orden emitida por el 

Sr. Dudoc como máximo Jefe de las Fuerzas Militares, excediéndose en el uso legítimo de la 

fuerza96, esta situación no sería constitutiva de responsabilidad del superior, según lo establecido 

en el artículo 28(a) del ER. En este orden de ideas, la responsabilidad entonces no estaría en cabeza 

del Sr. Dudoc, sino en el subalterno que contrario la orden constitucional y legal válidamente 

emitida por el superior, por lo cual el argumento presentado por la Fiscalía no encuentra 

fundamento en los postulados del DPI. 

 

3.3. La prueba presentada por la Fiscalía no demuestra que el Sr. Dudoc tenía el nivel de 

conocimiento requerido para establecer su responsabilidad según lo previsto en el 

artículo 28(a) del E.R. como superior militar por los cargos de CLH. 

 

La prueba presentada por la Fiscalía, en contra del Sr. Dudoc, basada en las Actas del Consejo de 

Ministros  y las declaraciones a la prensa,  en la acusación señalan que no se realizó un estudio 

detallado de la evidencia, puesto que el contenido de las Actas del Consejo de Ministros,  permiten 

establecer que el único conocimiento desarrollado directamente por el superior fueron los 85 

heridos producidos en la intervención97 de la Fuerza Armada el día del referéndum, Incidentes que 

se provocaron dentro del uso legítimo de la fuerza por parte del contingente reforzado que  

restableció el orden público en Prosida. La Fiscalía pasa por alto que estos informes del gabinete 

de Ministros, podrían ser los únicos documentos oficiales, que logren establecer el nivel de 

conocimiento que tenía el Sr. Dudoc.  

En razón de lo expuesto, el nivel de conocimiento requerido para establecer la responsabilidad del 

superior, se debía basar por las vías institucionales y directas que le aportan información sobre los 

hechos que se estaban ocurriendo, por lo cual, la evidencia documental a través de registros 

fílmicos y auditivos recogidos por los distintos medios de comunicación del RdeN y de varios 

Estados extranjeros, no logra acreditar el conocimiento ex ante de los hechos. El Presidente Dudoc, 

                                                             

96 Cfr. Comité Internacional de la Cruz Roja, violencia y uso de la fuerza, octubre de 2015, pág. 18 

https://www.icrc.org/es/doc/assets/files/other/violencia-y-uso-de-la-fuerza_(web).pdf, 15 de marzo 2019. 
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nunca  fue informado de que las fuerzas  bajo su autoridad y control efectivo fueron involucradas 

en actividades delictivas98 por lo tanto, el Sr. Dudoc es claro que no actuó de manera imprudente, 

agotando todas las medidas para obtener de manera veraz información sobre los incidentes 

ocurridos.   

Para finalizar, las acciones desarrolladas durante y terminada la rueda de prensa, al no haber 

alcanzado a responder las preguntas realizadas por los medios de comunicación y los presentes a 

esta, no pueden de manera directa y razonable inferir la aceptación de los riesgos antijurídicos 

creados. 

 

3.4. Conclusiones: 

 

Es menester señalar por esta defensa que:  

(i) La Fiscalía no cuenta con evidencia que permita fundar motivos sustanciales para creer 

que el Sr. Dudoc hubiera debido saber que las fuerzas bajo su control efectivo se 

proponían a cometer, o cometieron crímenes internacionales sobre los que se presenta 

la acusación. 

(ii) El marco jurídico de la actuación del superior fue cumplido respecto a las medidas 

razonables que podía tomar, tanto para su prevención como para la represión y 

denuncia. Debido a ello, se establece que del conocimiento que tuvo de la comisión de 

estos hechos, no existe ningún dato oficial por parte de sus subalternos, a pesar de haber 

cumplido con su obligación de requerirles, para que hubieran informado sobre la 

comisión de tales crímenes.  

(iii) Por lo tanto, no puede sustentarse una posible responsabilidad por haber incumplido  

su deber de denunciar o de haber puesto en conocimiento de las autoridades 

competentes estas conductas, ya que se estableció un marco fáctico y jurídico que 

impedía la toma de este tipo de acciones, ante la inexistencia de su conocimiento de las 

                                                             

98 Cfr. SPI III, Sentencia conforme al artículo 74 del Estatuto, 21 March 2016, ICC-01/05-01/08, párr. 193.  



hipótesis fácticas de la ocurrencia de estos crímenes, lo cual se corrobora con las Actas 

del Consejo de Ministros, las cuales demuestran que el superior requirió a los Ministros 

que le competían el control sobre las medidas de fuerza tomadas en estas 

manifestaciones, y estos, negaron de manera categórica la comisión de tales crímenes,  

por ello no podía darse lugar a la construcción de otra hipótesis que lo llevaría a 

establecer un conocimiento directo, ya que su obligación era enterarse por quien tenían 

a cargo esta función, y no a través de los medios de comunicación. 

(iv) Respecto a la RLV, no puede darse el establecimiento a través de la evidencia que 

existen motivos suficientes para creer que el Sr. Dudoc había sabido de la comisión de 

estos crímenes toda vez que él tomó las medidas correctas para poder controlar la 

aplicación del uso de la fuerza conforme a los instrumentos internacionales 

anteriormente citados, que permitían para este tipo de eventos la utilización del uso de 

la fuerza materializado en el ejército del Estado, y no simplemente en la fuerza policial; 

(v) Por lo anterior, el superior tomó todas las medidas respecto de haber hecho un 

seguimiento a la labor realizada a quienes dentro de su gabinete tenía un control más 

directo dentro de la cadena de mando funcional, esto es, las Ministras de Justicia, 

Defensa y del Interior. 
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